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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-003-2007-00123-01
Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
DIEGO TAMAYO RODAS

Demandado

:
JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ

Juzgado de Origen
: 
Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
No hay lugar a declarar la nulidad del dictamen de pérdida de capacidad laboral emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, cuando la prueba técnica practicada dentro del proceso la ratifica.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0052 

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los dieciocho días (18) del mes de junio del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro de la tarde (04:00 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor DIEGO TAMAYO RODAS en contra de la  LA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN 
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta frente a la sentencia emitida el 27 de marzo de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Como pretensión principal solicita:

Que se declare la nulidad del dictamen emitido por la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ y se reconozca que el señor DIEGO TAMAYO RODAS  presenta una pérdida en su capacidad laboral de más del 50% por enfermedad de origen común cuya fecha de estructuración es el 15 de julio de 2003, y se condene a la entidad demandada al pago de las costas procesales y las agencias en derecho.

Y subsidiariamente depreca:


Que se declare que el señor Diego Tamayo Rodas, presenta una pérdida de la capacidad laboral por enfermedad profesional, en la forma en que el perito determine.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante dictamen del 24 de mayo de 2004, la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA, le determinó una pérdida en su capacidad laboral del 27.0%, por enfermedad de origen común, desde el 15 de julio de 2003, dictamen que fue impugnado mediante recurso de reposición y en subsidio apelación, argumentando que la principal patología que padece es el TRASTORNO MAYOR DE HUMOR, que es de origen profesional, por ser el resultado de “ostracismo y aislamiento” que padeció en la empresa. La Junta Regional decidió no reponer el dictamen y concedió la apelación ante la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, quien confirmó el dictamen y determinó un 42.36% de pérdida de capacidad laboral por enfermedad de origen común, según dictamen N° 10347 del 16 de junio de 2006.

Aduce el apoderado que las patologías que padece el demandante, son producto del acoso laboral que sufrió en la empresa Colombiana Kimberly Colpapel S.A., toda vez que por rehusarse a negociar con el empleador, fue enviado a trabajar en una bodega, en condiciones totalmente diferentes a las que estaba acostumbrado; asimismo se dice que el origen de tales patologías no fue valorado de manera adecuada, “y no se les atribuyó el porcentaje correlativo, teniendo en cuenta la incidencia que ellas tienen en el normal desarrollo de la vida socio-laboral del examinado”.
Según dictamen del 10 de noviembre de 2006, emitido por la especialista en medicina psiquiátrica, Dra. Ruby Mejía Ramírez, después de un detallado análisis de la evolución mental del actor, le diagnosticó al accionante múltiples patologías por lo que requiere tratamiento con farmacoterapia, antidepresivos, antisiolíticos y psicoterapia los cuales aún no reportan mejoría alguna en su estado mental, sumado a esto, el señor Diego Tamayo Rodas, se encuentra en total abandono, a raíz de la partida de su esposa e hijos, como consecuencia de la alteración de su estado mental que se originó por el acoso laboral y el cambio abrupto de sus condiciones productivas en la empresa.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que manifiesta que no le constan algunos hechos expuestos en la demanda, relacionados con las condiciones personales del demandante, aduce que otros hechos no son ciertos, sin embargo afirma que “no se encuentra probado el nexo de causalidad entre los efectos de riesgo a los que estaba efectivamente expuesto el paciente en su trabajo y las patologías padecidas por él, y en consecuencia el origen del cuadro médico es COMÚN”, además no existe prueba de la presunta persecución laboral aludida en la demanda. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y propuso como excepción previa “FALTA DE CONFORMACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO RESPECTO DE LA ADMINISTRADORA DE RIESGOS PROFESIONALES, O EN SU DEFECTO EL EMPLEADOR DEL SEÑOR DIEGO TAMAYO RODAS” y como excepciones de fondo las que denominó “FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA”, “CARENCIA DE FUNDAMENTO LEGAL TÉCNICO MÉDICO-CIENTIFICO”, “BUENA FE DE LA PARTE DEMANDADA”, “LEGITIMIDAD DE LA CALIFICACIÓN DADA POR LA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, RESPECTO DEL DEMANDANTE” y la “EXCEPCIÓN GENÉRICA”

III. CONTESTACIÓN DE LITISCONSORCIO NECESARIO

Dentro del mismo termino legal otorgado para tal efecto, la A.R.P. del Instituto de los Seguros Sociales, llamada a conformar el litisconsorcio necesario, presentó escrito en el que manifiesta que no admite ninguno de los hechos expuestos en la demanda, y se atiene a lo probado en el decurso del proceso. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “PRESCRIPCIÓN”, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIONES DEMANDADAS”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “BUENA FE” y la “GENÉRICA”. 

IV. LA SENTENCIA CONSULTADA
Clausurado el debate probatorio, el juez de conocimiento  puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de consulta en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda presentada por le señor DIEGO TAMAYO RODAS, en contra de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, y dispuso el pago de costas procesales al demandante. 

Para arribar a la anterior determinación, expresó que la situación se centra en determinar si existió error en el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, en el cual se concluyó que la enfermedad que padece el señor Diego Tamayo Rodas es de origen común, lo que de acuerdo con la prueba técnica realizada por la Junta Regional del Valle del Cauca - que fue la escogida por el Juzgado-, el día 3 de junio de 2008, “descarta la posibilidad de error grave y para corrobora su afirmación recordó la calificación que ella hiciera en donde arribó a la misma determinación del origen de la pérdida de la capacidad laboral”,  de esta manera quedó demostrado que las patologías sufridas por el actor no se originaron con ocasión de situaciones laborales “porque no se encontró el nexo causal con su trabajo y funciones cumplidas ni de acoso laboral”. 
V. PROCEDENCIA DE LA CONSULTA
La Consulta es un segundo grado de competencia funcional, destinada a que el superior revise oficiosamente las sentencias proferidas por el a quo en determinados asuntos.

En el caso bajo estudio, en atención de lo dispuesto en el artículo 69 del Código de Procedimiento Laboral, procede la presente consulta porque la sentencia de primer grado fue totalmente adversa a las pretensiones del demandante. 

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿La prueba pericial practicada dentro del expediente ratifica la determinación de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ respecto a que el origen de la invalidez del actor es de origen común y no profesional?
3. Caso concreto.- Valoración probatoria del dictamen pericial: 

Empecemos por decir que tal como lo advirtió la primera instancia, la deprecada nulidad del dictamen emitido por la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, tiene como objeto principal cambiar el origen de la enfermedad que causó la invalidez, que según la Junta fue de origen común, en tanto que el demandante alega ser de origen profesional. Adicional a lo anterior, pretende que se aumente el porcentaje de invalidez a uno mayor del 50%.  

Para el efecto, el juzgado de instancia decretó una prueba técnica que recayó en cabeza de la JUNTA REGIONAL DEL VALLE DEL CAUCA, a quien se le encomendó precisamente determinar el origen de la enfermedad del actor y el porcentaje de invalidez que le produjo, y a su vez, si la JUNTA demandada incurrió en error grave al emitir el dictamen objeto de demanda.


Sin que sea necesario entrar a explicar las funciones de las Juntas de Calificación de Invalidez, bien sean regionales o nacionales, de cuyo análisis se encargó con lujo de detalles la juez A quo y a las cuales nos remitimos en razón de brevedad (folios 263 a 269), basta decir que la prueba pericial practicada dentro del proceso (folio 224) corrobora científicamente las conclusiones a la que llegó la demandada JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ respecto a la causa de la enfermedad del demandante como de origen común y no profesional y aunque varió el porcentaje de pérdida de capacidad laboral  rebajándolo del 42.36% (según el dictamen demandado) al 40,45%, ello no tiene la fuerza suficiente para declarar que la Junta demandada incurrió en error grave ni menos para declarar la nulidad del dictamen que emitiera en su oportunidad, como pretende el demandante. 


Por otra parte, y tal como acertadamente dijera la juez de primer grado, no existe prueba alguna en el plenario que de cuenta de que el demandante fue sometido a acoso laboral y que ello le desató los trastornos de salud que le originaron la invalidez, conclusiones a las que llegó también la JUNTA REGIONAL DEL VALLE DEL CAUCA que actuó en este proceso en calidad de perito, quien al hacer el examen físico médico del actor ultimó que “el origen de estas patologías es común pues no existe asociación de causalidad las cuales son de carácter multifactorial y degenerativo como las que presenta, la patología mental es de reciente evolución de tipo depresivo y no se encontró asociación a su puesto de trabajo el cual realizó durante 34 años sin inconvenientes mayores según su propia referencia”.  

Las razones anteriores son suficientes para confirmar íntegramente la sentencia consultada.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 27 de marzo de 2009, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor DIEGO TAMAYO RODAS contra la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Sin lugar a costas en este grado jurisdiccional.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES






    (En uso de días compensatorios)
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

